[image: image1.jpg]



Página  16
Exp- 561/2021-1

[image: image2.jpg]


15 

Página  15
Exp- 561/2021-1 


PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 561/2021-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DEL CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, INTERAPAS. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., a veintiséis de octubre de dos mil veintiuno.  


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 561/2021-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del diecinueve de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo a **********demandando el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

AUTORIDAD DEMANDADA: 
- Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, Interapas.  
ACTO QUE SE IMPUGNA**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del cinco de octubre del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada Instructora para su resolución. 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades fiscales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos fiscales. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de esta resolución. 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.

TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********demandando la nulidad del acto consistente en el Estado de Cuenta citado con antelación. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que el acto impugnado se encuentra directamente dirigido a la aquí impetrante, es innegable que tiene interés legítimo para promover la demanda de nulidad.


Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma se encuentra acreditada en este juicio, puesto que la persona que compareció en su representación, aportó para tales efectos y en copia certificada, el nombramiento que lo acredita como tal conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, según se hace constar con el documento visible a foja **********de este expediente.

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Analizadas las constancias que conforman el presente expediente, se advierte que no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno. 

QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 07 a la 10 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis la siguiente jurisprudencia: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.

SEXTO.-  Previo a hacer un estudio de los Conceptos de Impugnación que hace valer el actor, se procederá a realizar un estudio integral de la demanda propuesta por el demandante, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, puesto que se debe de considerar que la demanda de nulidad constituye un todo y su análisis no debe circunscribirse al apartado de los conceptos de impugnación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir.

Sirve de apoyo el siguiente criterio que dice: 
 
“DEMANDA DE NULIDAD EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU ESTUDIO DEBE SER INTEGRAL.

Del contenido del artículo 237 del Código Fiscal de la Federación vigente hasta el año de dos mil cinco, se colige que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda del juicio contencioso administrativo, pudiéndose invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la demanda de nulidad constituye un todo y su análisis no debe circunscribirse al apartado de los conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, esto con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, tal y como lo ordena el mencionado precepto 237 al disponer que las sentencias del referido tribunal "se fundarán en derecho y resolverán sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda", entendiendo ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Así, se tiene que dentro del capítulo de hechos de la demandada de nulidad, el actor dice lo siguiente:

5.- El cargo por consumo antes descrito, resulta totalmente ajeno a la realidad dado que el suscrito no he generado consumo de agua potable o servicio alguno que amerite cobrarme 132 meses de adeudo de servicio, en virtud de esto, no corresponde cobro alguno por la autoridad demandada, de tal forma estoy inconforme con la determinación de la contribución que se determinó en mi perjuicio y niego lisa y llanamente haber generado el hecho causal por el cual se me requiere de pago, pues no se ha generado insisto, el hecho que da la causa a la determinación de esta contribución.    

Atentos a lo anterior, se advierte con toda claridad que el actor dice que no ha generado consumo de agua potable o servicio alguno que amerite que la demandada le cobre 132 meses de adeudo de servicio, por lo que entonces niega lisa y llanamente haber generado el hecho causal por el cual se le requiere de pago, pues insiste que no ha generado el hecho que da la causa a la determinación de esta contribución.    

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario remitirnos al acto impugnado, particularmente en el apartado relativo al Concepto e Importe y que textualmente señala lo siguiente:

	**********

	**********
	**********


Cono se podrá apreciar, la autoridad demandada señaló de manera clara y precisa, las cantidades y por los conceptos a pagar y de los que se desprende un Adeudo Anterior por la cantidad señalada. 

Ahora bien, es importante señalar que a todo acto de autoridad, le asiste la presunción de legalidad, por tanto, la parte que pretenda nulificar dicho acto, debe de aportar medios de prueba suficientes y fehacientes para justificar dicha nulidad.

Lo anterior tiene su fundamento en el artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice:   

“ARTÍCULO 248. Las sentencias se pronunciarán el Magistrado de la Sala. 

Al pronunciar la sentencia se debe considerar que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad.”    

Pues bien, en el caso que nos ocupa, la ahora actora aportó como medios de prueba los siguientes:

**********
3.- La Presuncional Legal y Humana e Instrumental de Actuaciones.  

Si bien a las pruebas documentales de referencia son de otorgarles valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin embargo tales documentos solamente prueba lo en ellos contenido.

Esto es, con la Prueba Documental Primera, solamente se acredita que es el acto a impugnar y que el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), emitió el **********emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), con fecha límite a pagar el **********
Así mismo, con la Prueba Documental Segunda, se acredita que en el domicilio **********  

Sin embargo, con esos medios de prueba, no acredita en lo absoluto la ilegalidad del acto impugnado en los términos que pretende el actor, esto es, de manera lisa y llana.

Como  ya fue señalado con anterioridad, los actos de autoridad gozan de presunción de validez y en el caso que nos ocupa, el actor no aportó medios de prueba encaminados a destruir esa presunción de validez, pues se insiste, las pruebas por él aportadas, no guardan relación con el contenido del acto que se combate, particularmente en la negativa lisa y llana que pretende hacer valer porque según a su decir, no ha generado el consumo de agua potable por 132 meses. 
En esas circunstancias, es infundada la manifestación del actor, pues si el acto que se combate goza de presunción de legalidad, corresponde al demandante probar lo contrario, pues no basta con haber manifestado que no cuenta con esos servicios, sino que se hacía necesario probar con documentos y pruebas fehacientes lo aseverado por la accionante.

Además, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 de la Ley de Aguas de San Luis, los propietarios o poseedores de cualquier predio, se encuentran obligados a contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, por lo que para tales efectos se transcribe dicho precepto que dice:

“ARTICULO 136. Están obligados a contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores: 

I. Los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados; 

II. Los propietarios o poseedores por cualquier título, de predios no edificados, cuando frente a los mismos existan instalaciones adecuadas para los servicios que sean utilizados, y

III. Los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad, que por su naturaleza estén obligados al uso de los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento.

Entonces, si el ahora demandante celebró contrato de prestación de servicios con la demandada, tal y como así se acredita con el mismo acto impugnado del que se desprende **********, es lógica la obligación que le nació de pagar los servicios de  agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, puesto que así lo establece de manera clara y precisa en el artículo 183 de la ley de la materia que en su parte conducente dice:   

“ARTICULO 183. Toda persona usuaria está obligada al pago mensual de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, con excepción de aquellas quienes reciben estos servicios por parte de un organismo operador intermunicipal, mismos que deberán pagar bimestralmente”.

Entonces, la obligación de contratar y pagar las cuotas o tarifas en forma continua, de acuerdo al tipo de servicio o supuesto específico de los servicios contratados, corre a cargo de los usuarios de dichos servicios, de ahí que no le asista la razón al actor para obligar a la demandada a probar los hechos que motivaron la acción del cobro señalado. 
A mayor abundamiento, cabe señalar que de conformidad con el numeral 188, fracciones ll, lll y lV de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, los usuarios se encuentran en aptitud de acudir ante la autoridad competente, en caso de incumplimiento a los contratos celebrados por el Organismos Operador del servicio denominado Interapas, a fin de solicitar el cumplimiento de los mismos, dispositivo legal que para mayor ilustración se reproduce: 
ARTICULO 188. Son derechos de los usuarios: 
(…)

ll. Acudir ante la autoridad competente, en caso de incumplimiento a los contratos celebrados entre los usuarios y los organismos operadores del servicio, a fin de solicitar el cumplimiento de los  mismos; 
lll. lnterponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable, contra resoluciones y actos de los prestadores de los servicios, cuando estime afectación en su esfera de sus derechos.

lV. Solicitar por escrito información sobre los servicios públicos en forma suficientemente detallada para el ejercicio de sus derechos como usuario, siempre que acrediten el interés jurídico que les asiste.”
Entonces, si el actor asevera que la autoridad demandada no le brindo servicio el servicio de Agua Potable por los 132 meses anteriores al pago bimestral contenido en el acto que se impugna,  cuyo cobro ahora tilda de ilegal, debió acudir a la autoridad competente a efecto de lograr ese cumplimiento con la finalidad de obligar a la demandada a que se le brindara dichos servicios y de esta manera, tener medios de prueba que desvirtuaran la aludida presunción de legalidad del acto que se impugna y no solamente hacer manifestaciones, sin sustento ni fundamento de que no cuenta con esos servicios.

Además, a juicio de la Titular de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, no resulta creíble que el ahora demandante no haya recibido el suministro de agua potable por los meses adeudados por parte de la demandada, tal y como así lo hace de manifiesto. 

Lo anterior es así, puesto que como ha quedado señalado con antelación, durante todo ese tiempo que dice no genero el consumo de agua potable, no hizo de manifiesto su desacuerdo o bien, obligar a la demandada en términos del artículo 188 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, para efectos de que se le proporcionara los servicios de los que se duele. 
Suponiendo sin conceder que sea cierto de que la demandada no le proporcionó el servicio de agua potable y que por ello no genero consumo por el tiempo de 132 meses, lo cierto es que el actor no  aportó medios de prueba tendientes a acreditar que no realizó consumo de agua potable por el tiempo que refiere. 

Por su parte, la autoridad demandada al momento de emitir su contestación de demanda, manifestó lo siguiente: 

“ … si la actora refiere  que el tipo de cobro es ilegal tiene la obligación de acreditar que el cobro realizado por mi mandante no corresponde a lo consumido y más tomando en consideración que el tipo de cobro es realizado con base a lo consumido por dicho usuario, para el caso que señale que el cobro no corresponde a lo consumido, tendría que haberse presentado ante mi representada para efecto de que se revisara el medidor para el caso de estar averiado o solicitar se realizara un cambio, hecho que jamás ocurrió, tan es así que la accionante es omiso en anexar documento alguno  con el que acredite que el medido no se encuentra en buen estado…, siendo que desde hace más de 132 meses el mismo ha sido omiso de cubrir el pago del cual está Obligado a cubrir…”  (F. 44 vuelta) 

Para efectos de acreditar su dicho, aportó como medios de prueba un ********** del expediente en que se actúa, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales.

Con el citado documento se acredita que el ********** se llevó a cabo dicha visita cuyos resultados arrojaron que el servicio de agua potable es Doméstico, que sí cuenta con el servicio de Agua Potable y Alcantarillado, que cuenta con un medidor marca ********** que el Medidor se encuentra en el exterior del domicilio y que en el apartado de RESULTADO DE REVISIÓN, se dejó señalado que “Se pasó a verificar;: casa habitación de 2 niveles, techado, color crema, habitada, hay CFE, toma con servicios, consumos actuales bien, solo se recupera la lectura, no salió gente…”. 
El documento de referencia, le fue dado a conocer a la actora el catorce de septiembre de este año cuando le fue notificado el auto del nueve de septiembre del presente, mediante el que se le tuvo por contestando a la demandada de la demanda de nulidad presentada por la actora, sin embargo no se manifestó al respecto de la citada documental.

Con lo anterior, quedó constancia de que la demandada si proporciona y ha proporcionado el servicio de agua potable, drenaje y alcantarillado en el domicilio de la actora, por lo que entonces, queda desvirtuada la negativa de la actora y la carga de la prueba se revierte a su cargo, puesto que ese valor de la prueba en comento no fue controvertido, lo que convierte a lo dicho por el particular en una simple manifestación que conlleva, implícitamente, una afirmación, al ser esa documentación un indicio importante de la existencia de los hechos negados.
Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios que dicen: 
 ,
 

“CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CORRESPONDE AL ACTOR CUANDO NIEGA LISA Y LLANAMENTE UN HECHO QUE SE LE ATRIBUYE Y LA DEMANDADA EXHIBE LOS DOCUMENTOS QUE DESVIRTÚAN ESA NEGATIVA, CUYO VALOR PROBATORIO NO ES CONTROVERTIDO.

El artículo 68 del Código Fiscal de la Federación establece: "Los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales. Sin embargo, dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.", por lo que cualquier imputación de ilegalidad debe argumentarse eficazmente y probarse por quien la aduzca. En este contexto, cuando en el juicio contencioso administrativo el actor niega lisa y llanamente un hecho, ello en principio arroja la carga de la prueba a la demandada en términos del citado numeral; no obstante, como tal regla no es absoluta, dicha obligación se revierte si la autoridad exhibe los documentos que desvirtúan esa negativa, cuyo valor probatorio no es controvertido, lo que convierte a lo dicho por el particular en una simple manifestación que conlleva, implícitamente, una afirmación, al ser esa documentación un indicio importante de la existencia de los hechos negados.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.” 

“ACTOS DE AUTORIDADES FISCALES.

Cuando el actor en el juicio de nulidad, les atribuye a las autoridades responsables, la ejecución de actos o procedimientos ordenados por la ley, no tiene obligación de rendir ninguna prueba para acreditar que efectivamente obraron en la forma y términos prescritos por las normas legales, porque todos los actos de autoridad gozan de la presunción de haberse ajustado a las disposiciones del caso; la carga de la prueba recae sobre el actor, cuando sostiene que el procedimiento o actos de la autoridad, no se ajustaron a la ley, precisamente porque debe destruir la presunción de legalidad.”

En conclusión la negativa lisa llana que pretende hacer valer el  actor, en cuanto a que no ha tenido los servicios agua potable en los **********meses que la demandada le señaló en el acto que se impugna,  es improcedente. 

Ahora bien, entrando al estudio de los Conceptos de Impugnación, se advierte que el actor dentro del Primer y Segundo  Concepto, hace valer agravios encaminados a señalar que se transgredieron en su perjuicio los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues dice que la demandada le determinó  un crédito fiscal en el que se le exige un pago sin las debidas formalidades que establece la legislación.

Que el acto que se impugna no se cumplió con los requisitos de fundamentación y motivación, pues dice que su ilegal cobro y origen resulta por demás infundado e inmotivado y que evidentemente, infringe la garantía de seguridad jurídica, pues no le hace saber las circunstancias especiales, razones particulares o causas específicas por las cuales considera que existe dicho adeudo, aunado a que se le exige un crédito fiscal sin las formalidades esenciales de un procedimiento administrativo de ejecución.  

Que ignora cuál es la tasa aplicable para su cobro, ni en que precepto legal se autoriza el costo de cada metro de consumo de agua potable, pues no se indica los elementos, parámetros y procedimientos que debe de tomar en cuenta para imponerlas, por lo que entonces al no precisar fundamento alguno ni su naturaleza y límites de los conceptos que deben de tomarse en consideración para fijar las tarifas, resulta ser omisa en cuanto a su fundamentación y motivación.  (F. 07 Y 08)
Que el acto impugnado no contiene la base del tributo, es decir la fuente de la contribución a pagar, dado que la documental con la que pretende cobrarle el crédito fiscal, carece de los elementos mínimos para la procedencia.

Que la demandada debió de relacionar la Ley, Reglamento, artículos o acuerdos que le autorizaran emitir el cobro por supuestos adeudos así como de relacionar dicha autorización con el caso concreto y con ello hacer la operación aritmética que resulte del cobro, pues se tuvo que hacer una relación entre el consumo, lo tratado, lo encausado y la real utilización del equipo.

Pues dice que en el caso que nos ocupa, la documental con la que se le dio a conocer el crédito fiscal impugnado, carece de los elementos que son necesarios para la procedencia del cobro de parte de la autoridad, resultando que el documento con el que se le pretende hacer el cobro, es un mero modelo de tarifas y/o leyendas genéricas que no arrojan descripciones exactas de los cobros, ni tampoco se funda ni motiva todos los rubros que pretende cobrar. (F. 10)     

Como se podrá apreciar, todos sus agravios contenidos en sus  Conceptos, se encuentran encaminados a señalar que el acto que se impugna carece de la motivación y fundamentación.
Pues bien, al remitirnos al acto que se impugna, el cual se encuentra a ********** del expediente en que se actúa, se puede apreciar de su contenido que la autoridad demandada se fundamentó en los artículos 1°, 2°, 3° fracción XXV, 4° fracción IV, 71, 73, 79  Fracción XVII, 87, 88, 89 y 92 fracciones I, XI, XII, 98 y 100 de la Ley de Aguas Vigente para el Estado de San Luis Potosí, 1, 2, 6, 7, 9, 12, 13 y 14 de la Ley de Cuotas y Tarifas. 

De los citados fundamentos legales, destacan los siguientes:

LEY DE AGUAS PARA EL ESTADO DE SANLUIS POTOSÍ.

ARTÍCULO 79.- Cuando los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales sean prestados de forma centralizada por los ayuntamientos, éstos tendrán a su cargo:

XVII. Cobrar invariablemente las cuotas y tarifas por los servicios públicos que preste, en términos de ley;

ARTÍCULO 92.- El organismo operador tendrá a su cargo:

I.- Ejercer las atribuciones a que se refiere el artículo 79 de la presente Ley, con excepción de las señaladas en las fracciones VIII, IX y X del precitado numeral;

XI. Determinar y cobrar, a través del procedimiento administrativo de ejecución, los adeudos que resulten de aplicar las cuotas o tarifas por los servicios que preste; 

XII. Ordenar y ejecutar la restricción o suspensión del servicio por falta de pago, y

LEY DE CUOTAS Y TARIFAS PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.  

ARTÍCULO 9.- Para cubrir el servicio de drenaje o alcantarillado sanitario, se aplicará un 15% (quince por ciento) sobre el monto del consumo del servicio de agua potable, y lo pagará el usuario en el recibo del agua.

ARTÍCULO 12.- Para cubrir el servicio de tratamiento de aguas residuales, se aplicará un 20% veinte por ciento sobre el monto del consumo del servicio de agua potable y lo pagará el usuario en el recibo del agua.

ARTÍCULO 14.- A las cuotas y tarifas anteriores expresadas en este Decreto, se les adicionará el Impuesto al Valor Agregado que se cause, de conformidad con la ley en la materia.

Como bien se podrá apreciar con toda claridad, de los artículos 79 y 92 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, se desprenden las facultades que tiene el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien a través del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), están facultados para cobrar las cuotas y tarifas por los servicios públicos relativos al agua potable, determinar y cobrar, a través del procedimiento administrativo de ejecución, los adeudos que resulten de aplicar las cuotas o tarifas por los servicios que preste, así como para ordenar y ejecutar la restricción o suspensión del servicio por falta de pago. 

Por su parte, los artículos 9°, 12 y 14 de la ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de Servicios Públicos del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado,  Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, se desprende que para cubrir el servicio de drenaje o alcantarillado sanitario, se aplicará un 15% (quince por ciento) sobre el monto del consumo del servicio de agua potable, así mismo, en lo que se refiere al servicio de tratamiento de aguas residuales, se aplicará un 20% veinte por ciento sobre el monto del consumo del servicio de agua potable, ambos conceptos serán pagados por el usuario en el recibo del agua.

Además, se establece que en cuanto a las cuotas y tarifas anteriores expresadas, se les adicionará el Impuesto al Valor Agregado que se cause, de conformidad con la ley en la materia, conceptos los anteriores que se encuentran debidamente señalados en el acto que se combate.

De lo anterior se concluye, que el acto que se impugna, sí se encuentra fundado, ya que los preceptos legales a que se ha hecho referencia, facultan a la autoridad demandada para haber señalado las cantidades a cobrar por concepto de agua potable y los accesorios correspondientes, de ahí lo infundado de este agravio.

Sin embargo, es fundado el agravio consistente en que el acto en mención, carece del requisito esencial de la motivación.

Se dice lo anterior, ya que de una revisión que se realizó al contenido del acto a combatir, no se encontró en ninguna parte, la forma de cómo fue que la autoridad demandada, llegó al conocimiento del supuesto consumo de los servicios que ahí se señalan, ya que de la simple lectura del recibo, no se precisa de donde o con base en qué elementos se obtuvieron los supuestos consumos, lo que por sí mismo resulta suficiente para declarar su ilegalidad por carecer de motivación.
Así mismo, la demandada fue omisa en señalar en el texto del recibo impugnado, cuál fue el análisis que realizó para llegar a la  determinación contenida en el acto que se combate, puesto que no indicó los elementos, parámetros, procedimientos y los lineamientos de los conceptos  que debe aplicarse para tal efecto, para llegar a la conclusión que el actor, tenía la obligación de cubrir el monto contenido consistente en el adeudo que se hace constar así como al bimestre a pagar  y en la fecha que señala el acto en mención.
En términos generales, la autoridad responsable no indica los elementos, parámetros y procedimientos que se debieron tomar en cuenta para imponer la tarifa que se pretende cobrar, circunstancia que se traduce en la ilegalidad manifiesta del acto impugnado, al adolecer del ineludible requisito motivación.

En ese orden de ideas, ésta Primera Sala Unitaria determina que  el acto controvertido, se considera indebidamente motivado, en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, sirviendo de apoyo el siguiente criterio que dice: 
 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE.

Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca.”  (lo subrayado es nuestro) 

Por su parte, la autoridad demandada al momento de emitir su contestación a la presente demanda de nulidad, manifestó en este apartado lo siguiente:

“… es preciso señalar que el acto impugnado se encuentran debidamente Fundados y Motivados en los artículos 6°, 7°, 8° 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15 y demás relativos de la Ley de Cuotas y tarifas…, así como en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí…, en sus artículos 79 fracción XVII, 92 fracciones I, XI, XII y XIII, 100 fracción VII, 164, 178, 179 y 180 Cuarto párrafo, 182, 183 y 187, 41 Segundo párrafo Fracciones IV, VI y VII, del Reglamento Interno del INTERAPAS…”  (F, 47)       
Argumento que es procedente en la parte relativa a que si la actora refiere que el tipo de cobro es ilegal, tiene la obligación de acreditar que el cobro realizado por la demandada no corresponde a lo consumido.

Sin embargo, es improcedente en la parte relativa a que el acto que se impugna se encuentra debidamente fundado y motivado, puesto que como ha quedado señalado en esta resolución, dicho acto carece de la motivación en la forma en que ha quedado señalado con antelación 
Con base en lo expuesto, esta Primera Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ por ende, la NULIDAD para efectos, de la resolución consistente en el recibo de cobro con número de folio**********emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en virtud de que carece del requisito esencial de motivación por parte de la  Autoridad que lo expidió, la cual debe estar en correlación a los fundamentos jurídicos aplicados, por lo que en el caso en particular, se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II, del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

A efecto de restituir a la actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, resulta procedente dejar el acto declarado nulo, en términos de lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para el fin de que la autoridad demandada emita un nuevo acto, en el que se cumplan las formalidades de una debida fundamentación y motivación, en el que habrá de indicar al particular en el acto de cobro, los elementos, parámetros y procedimientos que se debieron tomar en cuenta para imponer la tarifa que se pretende cobrar así como el adeudo ahí  señalado y que sirvieron de sustento para exigir el importe reclamado por los conceptos que se hacen constar en el acto que se impugna.
Ahora bien, de acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia, una vez que ésta cause ejecutoria.  

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracciones II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO. Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ por ende, la NULIDAD del acto reclamado para los efectos señalados en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Se previene a la autoridad demandada para los efectos del cumplimiento dado a la parte final del considerando sexto de esta sentencia.  

CUARTO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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